Rafaela, 20 de agosto de 2.015. 

Y VISTOS: Las actuaciones obrantes en los autos caratulados "Expte. N° 238 - Año 2.014 - T., A. R. c/ "HOSPITAL JAIME FERRE"; C., S. A., V., E. E. s/ ORDINARIO", de 

las que 

RESULTA: Que viene a resolución el recurso de apelación que opusiera la parte actora a fs. 145, concedido a fs. 155, contra la resolución de fs. 143, mediante la cual la Jueza de grado ha dispuesto ordenar a la ahora recurrente, que abone, en el término de ley, el importe resultante de la liquidación de sello. Funda su decisión en que la actora no puede pretender aprovechar para sí la declaratoria de pobreza dispuesta para su madre, la Sra. D. S. M., en los autos caratulados "Expte. N° 1.606/05 - M., D. S. c/ La Bamba y/o B., D. y/o Sancor S.A. y/o P., A. y/o C. S. y/o P. G., A. s/ Declaratoria de Pobreza". 

Ya radicados ante esta Cámara, la recurrente expresa agravios a fs. 173, manifestando que le agravia lo resuelto en baja instancia. En apoyo de su postulación afirma que la A-quo ha hecho una interpretación errónea de los supuestos fácticos y legales relacionados al caso. Como supuesto fáctico no considerado recuerda que en fecha 28/02/2.013 se interpuso el trámite caratulados "Expte. N° 104/2.013 - T., A. R. c/ C., S. y/u Otros s/ Declaratoria de Pobreza", el que a la fecha de la concesión del recurso estaba en estado de resolver. A continuación, denominándolo supuesto legal no considerado, califica de improcedente el ordenar a la actora al pago de sellados cuanto tiene un trámite de pobreza en estado de resolver. Agrega que de esta manera se viola la manda constitucional de garantía de igualdad, debido proceso y acceso a la justicia.Por último, afirma que el análisis respecto de si el beneficio de pobreza es transmisible o no por herencia deviene superfluo porque existe en trámite uno relacionado directamente con el principal en beneficio de la actora. 

Solicita se revoque la sentencia atacada y se declare improcedente el pago de los sellados. 

El codemandado Hospital "Dr. Jaimé Ferré" contesta los agravios a fs. 179, oportunidad en que señala que no corresponde revocar el fallo, porque la actora se ha valido inicialmente de la declaratoria de pobreza que beneficiaba a su madre, Sra. D. M., recaída en los autos caratulados "Expte. N° 1.606/2.005 - M., D. SD. c/ La Bamba y/o B., D. y/o Sancor S.A. y/o P., A. y/o C. S. y/o P. G., A. s/ Declaratoria de Pobreza", para iniciar la acción, no pagando los sellados correspondientes. Reconoce que es verdad que la acción tendiente a declarar la pobreza puede promoverse en cualquier momento del juicio, pero opina que no por ello puede iniciarse el trámite sin abonar los sellados. Agrega que la misma actora admite que el juicio de declaratoria de pobreza esté en trámite, por lo que no habiendo cosa juzgada debe cumplir con lo normado. Respeto de dicha normativa cita los Arts. 228 y 229 del Código Fiscal. Solicita se rechace el recurso opuesto. 

La co-demandada S. C. hace lo propio a fs. 182. Resiste el progreso de la apelación y manifiesta que la acción fue promovida invocando el beneficio de pobreza que le fue otorgado a la madre fallecida de la accionante, y que ésta ha sostenido que por imperio del Art. 335 del C.P.C.C.S.F. y las normas del derecho sucesorio, el beneficio se traslada a la hoy actora (demanda, fs. 41 vto.). 

Recuerda que el beneficio de pobreza es personal e intransferible. Cita jurisprudencia y doctrina en apoyo de su posición. Señala que la apelante no ha rebatido los argumentos esenciales del fallo. Solicita el rechazo de la apelación. 

Por último, la co-accionada E. V.contesta los agravios a fs. 189. 

Coincidiendo con los demás accionados recuerda que el beneficio en cuestión es personal e intransferible y caduca con el fallecimiento del titular. 

En este estado pasan los autos a resolución. 

Y CONSIDERANDO: Que efectivamente el beneficio de litigar sin gastos tiene carácter personal e intransferible y se concede para determinado juicio, nunca en forma genérica para cualquier acción que el peticionante pretenda iniciar en el futuro. Esto es así porque para garantizar el acceso a la justicia se analiza la situación socioeconómica de la persona que solicita la declaratoria y el quantum del juicio que va a promover. De dicho estudio surge la necesidad de reconocer total o parcialmente el beneficio de pobreza, lo que permite litigar sin abonar los impuestos, tasas y demás gastos del juicio. 

En el caso de autos, la actora promueve la demanda invocando el beneficio de litigar sin gastos, el que en realidad había sido concedido a favor de su madre, hoy fallecida, como ya se expresara ut-supra (fs. 41 vto.). Esto lo hace sin tramitar previamente el juicio sucesorio de la causante (Art. 335 del C.P.C.C.S.F.). Y teniendo en cuenta que la declaratoria libera del pago de las cargas fiscales del beneficiado por la misma, en el caso de auto, la actora no goza de dicho beneficio. 

Por otra parte, ninguno de los argumentos que esgrime en su recurso demuestran que la Jueza de baja instancia haya cometido algún error de hecho o de derecho. 

El titulado "supuesto fáctico no considerado" y en el que reprocha a la Sentenciante no haber tenido en cuenta la promoción de la declaratoria de pobreza con posterioridad a la iniciación de presente, no tiene asidero alguno, ya que el incidente en trámite no da derecho alguno hasta tanto no se haya dictado resolución y que la misma quede firme. 

Y el denominado "supuesto legal no considerado" refiriéndose a lo dispuesto en el Art.333 tampoco exhibe un fundamento razonable, porque la posibilidad que da la ley de promover el incidente de pobreza una vez iniciado el principal no exime del pago de los gastos del juicio hasta el momento en que se lo declare pobre. No se debe perder de vista que estamos hablando de cargas fiscales de las cuales solo están exentos o no alcanzados aquéllos que expresamente señala la ley. La recurrente acá pretende una eximición presumiendo que logrará el beneficio de pobreza. 

Por todo ello, la CAMARA DE APELACION CIVIL, COMERCIAL Y LABORAL, con la abstención del Dr. Alejandro A. Román (Art. 26, Ley 10.160), 

RESUELVE: Rechazar el recurso de apelación opuesto por la parte actora y confirmar en todos sus términos la resolución venida a revisión. Costas a la recurrente perdidosa. Fijar los honorarios de la Alzada en el 50% de los que se regulen en baja instancia. 

Regístrese, notifíquese y oportunamente bajen. 

Beatriz A. Abele 

Juez de Cámara 

Lorenzo J. M. Macagno 

Juez de Cámara 

Alejandro A. Román 

Juez de Cámara 

SE ABSTIENE.

